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RESUMEN 
 
 

El 24 de agosto de 2019 se emitió la Resolución de observancia obligatoria 07308-2- 

2019 mediante la cual el Tribunal Fiscal fijo como criterio vinculante la imposibilidad 

de controvertir una observación aceptada mediante una declaración jurada 

rectificatoria. El presente informe jurídico contiene un análisis crítico de dicho criterio 

basado en tres premisas: I) La declaración tributaria (rectificatoria) no constituye un 

acto de determinación definitivo; II) la imposibilidad de reclamar una Resolución de 

Determinación, pese a existir controversia tributaria, vulnera el derecho de defensa 

del contribuyente y III) El Tribunal Fiscal supone equivocadamente que el 

allanamiento tributario tiene asidero en nuestra normativa tributaria. 

 
Palabras clave: fiscalización, obligación tributaria, declaración tributaria, aceptación 

de reparos, derecho de defensa. 

 
 

ABSTRACT 
 
 

On August 24, 2019, Resolution of mandatory observance 07308-2-2019 was issued 

by which the Tax Court fixed as a binding criterion the impossibility to dispute an 

accepted tax observation through a rectifying tax affidavit. This legal report contains a 

critical analysis of such criterion based on three premises: I) The (rectifying) tax 

affidavit does not constitute a definitive determination; II) the impossibility of claiming 

a Determination Resolution, despite the existence of a tax controversy, violates the 

taxpayer's right of defense and III) The Tax Court points out wrongly that the objections 

acceptance is supported by our tax regulation. 

 
Keywords: tax procedure, tax obligation, tax affidavit, acceptance of tax objections, 

right of defense. 
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I. INTRODUCCIÓN 
 
 

El procedimiento de fiscalización constituye la principal herramienta mediante la 

cual la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria 

(en adelante, la “SUNAT” o la “Administración Tributaria”) puede determinar la 

correcta obligación tributaria y, por consiguiente, optimizar la recaudación 

tributaria en el país. 

 
En atención a lo anterior, el año pasado se reportó el mejor índice de 

cumplimiento fiscal en la década, lo cual ha sido posible en gran medida debido 

a la modernización informática y política prevencionista utilizada en los 

procedimientos de fiscalización de la SUNAT1. 

 
Siendo ello así, es imperativo que la SUNAT se siga abasteciendo de todas las 

herramientas y facultades necesarias para poder cumplir idóneamente con su 

función recaudadora. 

 
Sin embargo, resulta igual de relevante el fomento del respeto a las garantías 

procesales que asisten al contribuyente durante el procedimiento de 

fiscalización, a fin de que pueda existir un equilibrio entre la función recaudadora, 

y el debido procedimiento administrativo del contribuyente. 

 
En este contexto, el caso sobre el cual versa el presente informe jurídico surge 

a propósito de un procedimiento de fiscalización, en el cual un contribuyente 

aceptó las observaciones preliminares efectuadas por la SUNAT a través de una 

declaración rectificatoria. 

 
Así las cosas, el 24 de agosto de 2019 se publicó en el diario oficial El Peruano 

la Resolución de observancia obligatoria del Tribunal Fiscal No.07308-2-2019 
 
 
 

1  La data correspondiente puede ser verificada en el siguiente link: 
https://elperuano.pe/noticia/168216-baja-incumplimiento-en-pago-de-impuestos 

https://elperuano.pe/noticia/168216-baja-incumplimiento-en-pago-de-impuestos
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(en adelante, la “Resolución No.07308-2-2019”), mediante la cual se fijó el 

siguiente criterio vinculante: 
 
 

Si en el curso de un procedimiento de fiscalización, la Administración Tributaria 

ha efectuado observaciones que han sido recogidas por el administrado 

mediante la presentación de una declaración jurada rectificatoria que ha surtido 

efectos y posteriormente, la Administración gira, como producto de dicha 

fiscalización, la resolución de determinación considerando lo determinado en 

dicha declaración jurada rectificatoria, esto es, sin modificar dicha 

determinación, tales observaciones no constituyen reparos efectuados por la 

Administración y por tanto, no son susceptibles de controversia. (p.19-20). 

 

Hasta antes de la referida Resolución, existían diversos pronunciamientos 

contrapuestos en el Tribunal Fiscal sobre la materia que nos ocupa. Así, las 

Resoluciones Nos.04987-3-2018 y 05427-9-2018 coincidían con dicho criterio; 

sin embargo, otras como las Nos.08304-1-2017 y 02125-1-2018 consideraban 

que dichas observaciones “aceptadas” podían seguir siendo objeto de 

controversia mediante la reclamación y, eventualmente, la apelación. 

 
No obstante, estando hasta hoy vigente el referido criterio, ni la Administración 

Tributaria ni el Tribunal Fiscal evalúan el fondo de la controversia respecto a una 

observación aceptada en el procedimiento de fiscalización. 

 
Siendo ello así, el presente informe jurídico se plantea cuestionar el criterio en 

cuestión a partir del estudio de la determinación de la obligación tributaria, la 

finalidad del procedimiento de fiscalización y el debido procedimiento 

administrativo del contribuyente. 

 
En ese sentido, identificaremos los problemas jurídicos que subyacen de la 

lectura de la Resolución No.07308-2-2019 y ofreceremos un análisis con nuestra 

postura respecto a cada uno de ellos. 

 
Finalmente, se ofrecerán las conclusiones a las que se ha arribado luego de 

analizar constructivamente el tema. 
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II. JUSTIFICACIÓN DE LA ELECCIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
 
 

La Resolución No.07308-2-2019 abarca distintos temas de índole tributario 

sobre los cuales no hay una posición unánime en la doctrina, lo cual hace que 

la discusión jurídica no se torne monótona y admita posturas críticas novedosas. 

 
Asimismo, el criterio vinculante de dicha Resolución implica que actualmente los 

contribuyentes diseñen conservadoramente su estrategia de defensa y 

planificación tributaria en el marco de un procedimiento de fiscalización, debido 

a que eventualmente no podrán controvertir la correspondiente Resolución de 

Determinación con la “correcta” determinación de la obligación tributaria. 

 
En tal sentido, no cabe duda de que la Resolución No.07308-2-2019 nos invita 

a reflexionar sobre la incidencia que dicho criterio tiene en la esfera jurídica del 

contribuyente y, si es que acaso, vulnera algún derecho de éste. 

 
El rol de la obligación tributaria es cada vez más relevante en un Estado 

Constitucional de Derecho, por lo que es sumamente necesario que actuemos 

con diligencia al momento de examinar los criterios de observancia obligatoria 

que construyen y complementan nuestro sistema jurídico tributario. 

 
III. HECHOS RELEVANTES DEL CASO 

 
 

La Administración Tributaria inició un procedimiento de fiscalización parcial a un 

contribuyente a fin de verificar la correcta determinación del Impuesto a la Renta 

del ejercicio 2014. 

 
En el marco de dicho procedimiento, la Administración Tributaria efectuó 

diversas observaciones preliminares, entre ellas, una por no sustentar la 

deducción de una liquidación de compra ni la compra de materias primas. 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el contribuyente presentó una declaración 

rectificatoria mediante la cual incluyó el importe vinculado a dicha observación 
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y, por tanto, determinó mayor obligación tributaria respecto a la determinación 

original. 

 
Posteriormente, la Administración Tributaria notificó la correspondiente 

Resolución de Determinación incluyendo las siguientes observaciones: 

 
i) Operaciones no reales2; y, 

 

ii) Deducción de una liquidación de compra y la compra de materias primas 

vinculadas. 

 
Al no encontrar con arreglo a ley la referida Resolución de Determinación, el 

contribuyente ingresó un recurso de reclamación contra la misma. 

 
La Administración Tributaria declaró infundado el referido recurso mediante 

Resolución de Intendencia, por lo que el contribuyente decidió interponer 

recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal3. 

 
Cabe precisar que, en la Resolución de Intendencia, la Administración Tributaria 

emitió pronunciamiento respecto al reparo incorporado en la declaración jurada 

rectificatoria. 

 
Ahora, para efectos del presente informe, nos enfocaremos en el reparo antes 

mencionado pues el criterio de observancia obligatoria bajo análisis está 

únicamente vinculado al mismo. 

 
En este orden de ideas, el Tribunal Fiscal debía emitir pronunciamiento respecto 

al caso de un contribuyente que recogió una observación formulada por la 

Administración Tributaria durante un procedimiento de fiscalización a través de 
 
 
 

2 Respecto a esta observación, la Administración Tributaria también observó la tasa adicional del 
4.1%. Cabe resaltar que el presente informe no tiene como fin analizar este reparo. 

 
3 Los argumentos de las partes así como la decisión del Tribunal Fiscal se encuentran detallados 

en el Anexo 1 del presente informe. 
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una declaración rectificatoria, circunstancia que fue considerada en la emisión 

de la correspondiente Resolución de Determinación. 

 
Teniendo en cuenta ello, mediante la Sala Plena No.2019-23 de fecha 12 de 

julio de 2019, el Tribunal Fiscal deliberó si las observaciones aceptadas 

mediante una declaración rectificatoria constituyen reparos efectuados por la 

SUNAT y, por tanto, son susceptibles de controversia. 

 
Al respecto, surgieron dos interpretaciones ante dicho supuesto. Una primera 

que consideraba que dichas observaciones preliminares no constituían reparos 

y, por tanto, no podían ser posteriormente controvertidas y, una segunda, que sí 

las consideraba reparos, por lo que sí podían ser controvertidas. 

 
La interpretación adoptada por mayoría simple (18 votos contra 13) fue la 

primera. Los fundamentos sobre los cuales se basa esta interpretación están 

indicados en el Anexo 2. 

 
Por lo anterior, conforme al numeral 2 del artículo 109 del Código Tributario, el 

Tribunal Fiscal declaró la nulidad de la Resolución de Determinación y la 

Resolución de Intendencia puesto que la Administración Tributaria emitió 

pronunciamiento sobre la observación como si se tratase de un de reparo 

susceptible de controversia. 

 
IV. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

 
 

A partir de lo anterior, a continuación expondremos los problemas jurídicos 

medulares que se suscitan de la lectura de la Resolución No.07308-2-2019: 

 
(i) ¿La declaración rectificatoria constituye un acto de determinación 

definitivo? 

 
El Tribunal Fiscal sostiene que la Resolución de Determinación que coincida con 

la determinación recogida en una declaración jurada rectificatoria, no efectúa 
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reparos susceptibles de ser controvertidos. A su juicio, dicha autodeterminación 

se convierte en definitiva e inalterable. 

 
En tal sentido, resulta relevante evaluar si es que una declaración rectificatoria 

presentada en el marco de un procedimiento de fiscalización constituye un acto 

de determinación definitivo, que no puede ser posteriormente modificado por el 

contribuyente o la Administración Tributaria o, mas bien, se trata de una 

determinación transitoria sujeta a verificación. 

 
(ii) ¿El considerar que las observaciones incluidas en una declaración jurada 

rectificatoria no son susceptibles de controversia tributaria vulnera el 
derecho de defensa del contribuyente? 

 
El Tribunal Fiscal distingue dos momentos. Un primero cuando la Administración 

Tributaria formula observaciones a fin de que sean sustentadas (o aceptadas) 

por el contribuyente y, un segundo, cuando la Administración Tributaria incluye 

reparos (observaciones no aceptadas) en la Resolución de Determinación. 

 
Así, para el Tribunal Fiscal, una observación que fue aceptada mediante una 

declaración rectificatoria no puede llegar a tener la condición de reparo, y por 

tanto, no es susceptible de controversia. 

 
En tal sentido, resulta relevante analizar si la mencionada limitación constituye 

una trasgresión al derecho de defensa del contribuyente teniendo en cuenta que 

toda Resolución de Determinación puede ser impugnada, sin distinción. 

 
(iii) ¿Es posible que el criterio del Tribunal Fiscal encuentre asidero en nuestra 

normativa tributaria vigente? 

 
Finalmente, también resulta relevante abordar este problema jurídico debido a 

que el Tribunal Fiscal pretende dar fuerza vinculante a lo determinado en una 

declaración rectificatoria como si se tratase de un allanamiento tributario. 
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Así, se evaluará si dicha figura ha sido recogida por las normas tributarias y, de 

no ser así, veremos cómo es su dinámica y aplicación en la legislación 

comparada. 

 
A continuación, realizaremos un análisis del caso tomando como referencia los 

tres problemas jurídicos descritos anteriormente. 

 
V. ANÁLISIS DEL CASO 

 
 

V.I. LA DECLARACIÓN JURADA RECTIFICATORIA CONSTITUYE UN ACTO DE 
DETERMINACIÓN TRANSITORIO 

 
V.I.1. La obligación tributaria: nacimiento y determinación 

 
 

La norma tributaria, como cualquier otra norma jurídica, está compuesta por un 

presupuesto de hecho y una determinada consecuencia jurídica. Así, el 

presupuesto de hecho involucra un determinado supuesto que, de constatarse 

en el plano fáctico, permitirá que surtan ciertos efectos jurídicos previstos por 

ley. 

 
En el ámbito tributario, al mencionado presupuesto de hecho se le ha 

denominado “hipótesis de incidencia”, a partir de cuya realización nacerá la 

obligación tributaria. 

 
En cuanto a la hipótesis de incidencia, Ataliba (1987) indica que “es la 

descripción legislativamente (necesariamente hipotética) de un hecho a cuya 

ocurrencia en concreto la ley atribuye la fuerza jurídica de determinar el 

nacimiento de la obligación tributaria” (p.66). 

 
Es por lo anterior que la hipótesis de incidencia no debe ser confundida con el 

hecho imponible debido a que convergen en distintos planos. Mientras que la 

hipótesis de incidencia lo hace en un plano abstracto; el hecho imponible, en un 

plano fáctico. Dicho de otro modo, un hecho será imponible porque previamente 

se ha subsumido en la hipótesis de incidencia. 
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Asimismo, cabe precisar que la verificación de la hipótesis de incidencia 

implicará necesariamente también la de sus aspectos fundamentales: material, 

subjetivo, temporal, espacial y mensurable. 

 
Por otro lado, como mencionamos, una vez verificada la hipótesis de incidencia 

nacerá la obligación tributaria reconociéndose el vínculo jurídico entre el 

acreedor y deudor tributario. 

 
En ese sentido, no cabe duda de que la obligación de pago del tributo viene a 

ser el vínculo jurídico que une al particular con el Estado, conformada por una 

prestación de dar o entregar una suma de dinero a favor del fisco (Sevillano, 

2014, p.167). 

 
Lo expuesto hasta este punto es coherente con lo regulado por los artículos 1 y 

2 del Código Tributario, según los cuales la obligación tributaria supone un 

vínculo entre el acreedor y deudor tributario que nace con la realización del 

hecho previsto en la ley como generador de dicha obligación. 

 
Ahora bien, el nacimiento de la obligación tributaria no implica por sí mismo que 

el deudor tributario conozca el monto líquido a pagar al fisco y, por tanto, pueda 

cumplir con la prestación tributaria. 

 
Una compañía bien puede obtener diversas ganancias de capital y, por tanto, 

estar consciente de que tiene la obligación de tributar porque existe una norma 

que considera dicho hecho como imponible; sin embargo, para conocer con 

exactitud el monto líquido a pagar al fisco es necesario que exista un acto de 

determinación de dicha obligación tributaria. 

 
De acuerdo con el artículo 59 del Código Tributario, mediante la determinación, 

el deudor tributario verifica la realización del hecho generador de la obligación 

tributaria, señalando la cuantía y base imponible del tributo. La Administración 

también puede realizar todo ello y, adicionalmente, identificar al deudor 

tributario. 
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En esa línea, el artículo 60 del Código Tributario señala que la determinación de 

la obligación tributaria puede ser iniciada por declaración del deudor tributario o, 

también, por denuncia de terceros o propia iniciativa en el caso de la 

Administración Tributaria. 

 
De los citados artículos se desprende, como no puede ser de otro modo, que la 

determinación de la obligación tributaria supone que previamente haya nacido 

dicha obligación y, con ello, se haya verificado la ocurrencia de la hipótesis de 

incidencia. 

 
En esa línea, Fonrouge (2004) indica que el acto de determinación tiene carácter 

declarativo toda vez que supone el reconocimiento formal de una obligación 

preexistente (p.436). 

 
Por su parte, Jarach (1982) afirma que la determinación no altera una relación 

jurídica existente, pues solo confirma su existencia (p.41) y, en el mismo sentido, 

Villegas (2001) asevera que no propicia el nacimiento de la obligación tributaria 

en tanto solo perfecciona una obligación que potencialmente existía desde la 

ocurrencia de la hipótesis de incidencia (p.334). 

 
Así las cosas, el acto de determinación tiene una naturaleza declarativa en el 

sentido de que presupone el nacimiento de la obligación tributaria y su finalidad 

se orienta en coadyuvar al cumplimiento de la respectiva prestación tributaria. 

 
En este contexto, surge la declaración tributaria como una herramienta mediante 

la cual el contribuyente podrá determinar la obligación tributaria. 

 
Al respecto, el artículo 88.1 del Código Tributario indica que la declaración 

tributaria viene a ser la comunicación de hechos a la Administración, que podrá 

constituir la base para la determinación de la obligación tributaria. 

 
Nótese que el citado artículo es lo suficientemente diligente para considerar a la 

declaración tributaria como la base de la determinación, pues como veremos en 
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el siguiente punto, la declaración tributaria es un acto sujeto a verificación y, por 

tanto, transitorio o temporal. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, creemos que la declaración tributaria no se limita a 

una mera exteriorización de hechos, esto es, el cumplimiento de un deber 

jurídico formal; si no que cumple un rol más sofisticado en la correcta 

determinación de la obligación tributaria. 

 
En efecto, como bien sostiene Lara (2021), la declaración tributaria exige que 

previamente el administrado realice labores de interpretación de normas 

jurídicas y análisis de hechos económicos de relevancia tributaria (p.586). 

 
Por dicha razón, el objeto de la obligación tributaria, esto es, el acto de entrega 

de dinero o especie al fisco se deberá tener como cumplido (aunque 

provisionalmente) debido a que existe una autodeterminación por parte del 

deudor tributario, la cual se tiene como veraz y cierta al ser éste quien tiene la 

mejor aptitud para efectuarla. 

 
A su vez, la Administración Tributaria tendrá como insumo a dicha declaración 

tributaria para posteriormente, de considerarlo necesario, verificar la correcta 

determinación de la obligación tributaria. 

 
De lo expuesto, la determinación de la obligación tributaria tiene naturaleza 

declarativa y puede ser iniciada mediante la declaración tributaria del deudor 

tributario. 

 
En tal sentido, teniendo en consideración este apartado conceptual, en el 

siguiente punto se abordará la posibilidad de que dicha declaración tributaria 

pueda ser o no modificada posteriormente. 

 
V.I.2. Las declaraciones tributarias son susceptibles de ser modificadas por el 

deudor tributario y/o la Administración Tributaria 
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En el punto anterior indicamos que la autodeterminación de la obligación 

tributaria puede realizarse a partir de la presentación de una declaración 

tributaria por parte del deudor tributario. 

 
Ahora, en cualquier caso, dicha autodeterminación inicial realizada por el 

contribuyente podrá ser modificada, ya sea por él mismo (artículo 88.2 del 

Código Tributario) o la Administración Tributaria (artículo 61 del Código 

Tributario). 

 
En el primer caso, nos referimos a que el administrado podrá presentar una 

declaración tributaria sustitutoria, si lo hace dentro del plazo previsto para la 

presentación de la declaración, o rectificatoria, si lo hace fuera de dicho plazo. 

 
En el caso de las declaraciones rectificatorias, éstas surtirán efecto con su 

presentación en caso se determine mayor o igual obligación tributaria y, de ser 

menor, lo harán luego de 45 días hábiles siguientes a su presentación sin que 

la Administración Tributaria la haya sometido a verificación. 

 
Cuando se hace referencia a que la Administración Tributaria deba someter a 

verificación la referida declaración jurada rectificatoria, no se trata del 

procedimiento de fiscalización o verificación, si no a una comprobación más 

expeditiva. Así, en la práctica es usual que la Administración Tributaria notifique 

esquelas al contribuyente para conseguir dicha finalidad. 

 
Ahora, nótese que cuando el Código Tributario hace alusión a que la declaración 

jurada rectificatoria “surtirá efectos” no hace si no otorgar validez exclusivamente 

a dicha declaración y no considerar las anteriores y, con ello, tener una 

declaración que “podrá constituir la base para la determinación de la obligación 

tributaria”. 

 
En el segundo caso, sí nos referimos propiamente a un procedimiento de 

fiscalización o verificación iniciado por la Administración Tributaria, de tal modo 

que podrá modificar la autodeterminación del contribuyente cuando compruebe 

omisión o inexactitud en la misma. 
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En el caso resuelto por la Resolución No.07308-2-2019, el contribuyente 

presentó una declaración rectificatoria durante un procedimiento de 

fiscalización, por tanto conviene repasar las reglas y finalidad afines a dicho 

procedimiento. 

 
Según Zegarra (2004), la fiscalización puede ser entendida en tres niveles: i) Un 

primero, como función fiscalizadora, es decir, un concepto genérico inherente a 

todo órgano administrador de tributos; ii) Un segundo, como facultad de 

fiscalización, es decir, una conducta genérica del órgano administrador de 

tributos cuyo contenido es fijado por ley; y iii) Un tercero, como procedimiento 

administrativo, dentro del cual se ejercer las atribuciones específicas de 

fiscalización (p.7). 

 
En el presente trabajo nos estaremos refiriendo a la fiscalización en su tercer 

nivel, esto es, como un procedimiento administrativo, conforme lo prevé el 

artículo 112 del Código Tributario. 

 
Así, Sainz de Bujanda (1993), refiriéndose a la inspección tributaria, indica que 

“es aquel procedimiento a través del cual, en virtud de una serie de actos 

concatenados, la Administración pública da efectiva en fase liquidatoria a las 

normas que imponen obligaciones tributarias (…) y tiene informes y datos 

necesarios para la adopción fundada de resoluciones que, sin referir 

directamente a operaciones liquidatorias, se producen, no obstante, en el ámbito 

de aplicación del tributo” (p.13). 

 
En esa línea, Talledo (1999) señala que este procedimiento pretende determinar 

la situación jurídica del administrado como consecuencia de la aplicación de un 

tributo o del goce de un beneficio (p.94). 

 
Por su parte, García de Enterría y Fernández (2001) conciben a este 

procedimiento como la “ordenación unitaria de una pluralidad de operaciones 

expresas en actos diversos realizados heterogéneamente (por la función o por 

la naturaleza) por varios sujetos u órganos, operaciones y actos que, no obstante 
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su relativa autonomía, se articulan en orden a la producción de un acto decisorio 

final (p.556-557). 

 
De igual modo, el Tribunal Fiscal mediante la Resolución No.10907-5-2008, ha 

indicado que el procedimiento de fiscalización es la ordenación de actos 

procedimentales conducentes a actos resolutivos con incidencia en la situación 

tributaria del administrado (p.4). 

 
De lo anterior, podemos afirmar que la fiscalización como procedimiento 

administrativo involucra una serie de actos reglados conducentes a esclarecer 

una situación jurídica concreta del administrado frente a su obligación tributaria, 

la cual será plasmada en un acto decisorio fundamentado. 

 
Lo señalado anteriormente también resulta conforme con la finalidad de este 

procedimiento, la cual no se limita a verificar la determinación de la obligación 

tributaria, sino que busca obtener una posición definitiva sobre la configuración 

del hecho imponible, la aplicación e interpretación de normas tributarias, el 

incumplimiento de obligaciones formales y la configuración de infracciones. 

 
Por parte de la doctrina nacional, Zegarra advierte que la finalidad de este 

procedimiento es obtener certeza sobre la realización de hechos imponibles y 

sus elementos, no limitándose exclusivamente a la determinación de la deuda 

tributaria (Ob. Cit., p.18). 

 
En el mismo sentido, en el Acta de Sala Plena 2017-16, el Tribunal Fiscal resalta 

que la finalidad del procedimiento de fiscalización solo puede ser conseguida 

mediante la evaluación de la información y/o documentación suministrada por el 

contribuyente, pues solo de dicha forma se podrá determinar correctamente el 

cumplimiento de sus obligaciones (p.6). 

 
Como se aprecia, la finalidad del procedimiento de fiscalización es obtener 

certidumbre sobre la determinación de la obligación tributaria efectuada por los 

contribuyentes, por lo que la Administración Tributaria debe dirigir todas sus 

actuaciones para concretar dicha finalidad. 
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Es en este sentido que debe interpretarse el mencionado artículo 61, pues la 

autodeterminación puede ser siempre sometida a comprobación a efectos de 

confirmarla o modificarla en caso se constante omisión o inexactitud. 

 
Siendo ello así, cuando la Administración Tributaria lo considere oportuno (pues 

su ejercicio es discrecional), podrá comunicar el inicio de un procedimiento de 

fiscalización al sujeto fiscalizado, sea ésta de carácter parcial o definitiva, 

mediante la notificación de una carta. 

 
En el marco de dicho procedimiento, la Administración Tributaria podrá notificar 

requerimientos al sujeto fiscalizado con tres objetivos claramente delimitados 

por el artículo 4 del Reglamento del Procedimiento de Fiscalización de la 

SUNAT4, los cuales recoge Dávila (2021) en su denominación a cada uno de 

ellos, a saber: (i) “requerimiento de recopilación e investigación”, (ii) 

“requerimiento de sustentación de reparos” y (iii) “requerimiento de 

comunicaciones de conclusiones”. 

 
Ahora, a partir de dicha distinción, podemos identificar la existencia de cuatro 

fases a lo largo del procedimiento en cuestión. 

 
Una primera donde la Administración Tributaria recaba documentación y/o 

información del sujeto fiscalizado; una segunda donde la Administración 

Tributaria formula observaciones y pide que sean sustentadas y, una tercera, 

donde la Administración Tributaria podría comunicar sus conclusiones. Esta 

última circunstancia, según el artículo 75 del Código Tributario, es optativa y/o 

sugerible mas no obligatoria. 

 
Finalmente, conforme al artículo 10 del citado Reglamento, el procedimiento de 

fiscalización se tendrá como finalizado al momento que la Administración 

Tributaria notifique la Resolución de Determinación y/o de Multa u Orden de 
 
 
 

4 Aprobado por Decreto Supremo No.085-2007-EF. 
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Pago, de corresponder. Consideraremos a esta circunstancia como la cuarta y 

última fase del procedimiento de fiscalización. 

 
Siendo ello así, es evidente que la finalidad del procedimiento de fiscalización 

se cumple en el momento en que se notifica la Resolución de Determinación, ya 

sea que determine omisión tributaria o no, lo cual supone haber transcurrido por 

las tres fases previas mencionadas anteriormente. 

 
Lo anterior es de suma importancia puesto que la Resolución de Determinación 

se consolida como el acto administrativo mediante el cual no solo se pone fin a 

la fiscalización, si no también se comunica la determinación efectuada por la 

Administración Tributaria. De allí que el artículo 76 del Código Tributario 

establezca que se trata de un acto que establece la existencia de crédito o deuda 

tributaria. 

 
Ahora bien, en el caso resuelto por la Resolución No.07308-2-2019, se tiene que 

la Administración Tributaria formuló sus observaciones a un sujeto fiscalizado y 

éste incorporó una de ellas en una declaración rectificatoria (segunda fase). 

 
Es decir, hasta dicho momento, se tiene que la determinación que “surte efectos” 

es específicamente dicha declaración rectificatoria; sin embargo, como hemos 

señalado, la misma puede ser modificada por otra declaración rectificatoria con 

el único límite temporal establecido por el artículo 88.2 del Código Tributario, 

esto es, que no sea presentada luego del plazo indicado por el artículo 75 del 

mismo Código y, por supuesto, tampoco luego de finalizado el procedimiento de 

fiscalización. 

 
En adición, al presentarse dicha declaración rectificatoria en un procedimiento 

de fiscalización, la Administración Tributaria también deberá someterla a 

verificación en atención a la finalidad del procedimiento de fiscalización. 

 
En efecto, no puede sostenerse que por el simple hecho de incluir una 

observación en una declaración rectificatoria, ésta ya no constituya un acto 

sujeto a verificación por parte de la Administración Tributaria, pues en mérito del 
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principio de verdad material5, deberá verificar plenamente los hechos que sirven 

de motivo a sus decisiones. 

 
Desde luego, conforme a dicho principio, la Administración Tributaria, en el curso 

de un procedimiento de fiscalización, debe comprobar la veracidad de los 

hechos relativos al interés, obligación o derecho de un particular. 

 
Lo anterior ha sido reconocido en reiterada jurisprudencia del Tribunal Fiscal, tal 

como es el caso de las Resoluciones Nos.06048-1-2005 y 04970-2-2003. 

 
En ese sentido, no cabe duda de que, atendiendo al carácter único, integral y 

definitivo de la determinación de la obligación tributaria, es menester que la 

Administración Tributaria verifique, de oficio y/o a solicitud del contribuyente, las 

posibles omisiones o inexactitudes en la determinación de la obligación tributaria 

consignada en la declaración jurada original o rectificatoria. De modo que, la 

Resolución de Determinación emitida sea la correcta expresión del tributo a 

cargo del contribuyente por el período sujeto a fiscalización (cuarta fase). 

 
Ahora, entendemos que, luego de dicho ejercicio, la Administración Tributaria 

pueda coincidir parcialmente6 con lo determinado en la declaración rectificatoria; 

no obstante, esa coincidencia se verá plasmada finalmente en un acto decisorio 

como lo es la Resolución de Determinación. 
 
 
 
 
 
 
 

5 Respecto a los alcances de dicho principio, el artículo 1.11 del artículo IV del Texto Único Ordenado 
de la Ley No.27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General señala que la Administración 
deberá adoptar todas las medidas probatorias, aun cuando no hayan sido propuestas por los 
administrados. 

 
En esa línea, el Tribunal Constitucional también ha resaltado el deber de la Administración de 
verificar correctamente los hechos que sirvieron para efectuar la motivación de sus decisiones, tal 
como se desprende de la Sentencia recaída en el Expediente No. 00452-2012-PA/TC. 

 
 

6 Debido a que no se incorporó todas las observaciones planteadas durante el procedimiento de 
fiscalización. 
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Así, es la Resolución de Determinación la cual finalmente reemplazará a la 

declaración rectificatoria y se consolidará como el acto de determinación 

definitivo. 

 
Por lo anterior, se puede afirmar que el Tribunal Fiscal equivocadamente 

sostiene como parte de sus fundamentos que la declaración rectificatoria podrá 

adquirir la condición de verdad irrestricta o indiscutible si posteriormente la 

Administración Tributaria no la modifica parcial o totalmente. 

 
A nuestro entender, una declaración tributaria (sea o no rectificatoria) solo podrá 

adquirir la condición de verdad incuestionable si es que ha transcurrido el plazo 

de prescripción para que la Administración Tributaria pueda determinar la 

obligación tributaria7. 

 
Por el contrario, si la declaración rectificatoria es presentada durante el 

procedimiento de fiscalización, la Administración Tributaria debe impulsar la 

verificación de su contenido sin perjuicio de que dicha autodeterminación 

coincida parcialmente con la determinación que se encuentra aún elaborando. 

 
Nuevamente, hacemos referencia que la determinación de la Administración 

Tributaria aún está en elaboración, debido a que es la Resolución de 

Determinación el acto que contendrá la determinación final producto de su labor. 

 
Ahora, aun siguiendo la tesis del Tribunal Fiscal, la declaración rectificatoria 

presentada por el contribuyente no ha adquirido la condición de verdad 

incuestionable, pues ha sido modificada parcialmente por la Administración 

Tributaria al incluir en la Resolución de Determinación un reparo adicional que 

no estuvo contemplado en dicha declaración rectificatoria. 

 
Por lo expuesto, se debe concluir que mientras la declaración tributaria implica 

un acto de determinación transitorio; la Resolución de Determinación, será un 

acto de determinación definitivo. 

 
7 Plazo que será determinado según lo dispuesto por los artículos 43 a 49 del Código Tributario. 
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V.II. LA IMPOSIBILIDAD DE SOMETER A CONTROVERSIA UN REPARO 
ACEPTADO MEDIANTE UNA DECLARACIÓN JURADA RECTIFICATORIA 
CONSTITUYE UNA VULNERACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA DEL 
CONTRIBUYENTE 

 
V.II.1. ¿Cuándo existe la controversia tributaria? 

 
 

El Tribunal Fiscal sostiene que las observaciones aceptadas por el contribuyente 

mediante una declaración jurada rectificatoria, no constituyen reparos y por tanto 

no pueden ser sometidos a controversia. 

 
Del enunciado anterior, es posible extraer dos premisas principales sobre la cual 

se sustenta la tesis del Tribunal Fiscal. La primera implica hacer una distinción 

entre observación y reparo8, y la segunda está vinculada a que no será sometida 

a controversia una observación aceptada mediante una declaración 

rectificatoria. 

 
En contraste, somos de la opinión de que no existe ninguna distinción entre 

observación y reparo, y existirá controversia tributaria siempre que existan dos 

posiciones contrapuestas entre el deudor tributario y la Administración Tributaria 

cuya resolución pueda ser sometida a un tercero, como explicaremos en las 

siguientes líneas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

8 En otro apartado del Acuerdo de Sala Plena 2019-23, se puede observar que el Tribunal Fiscal 
indica que la controversia no puede referirse a observaciones que no llegaron a tener la condición 
o calificación de reparos (p.12). 
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Sobre la primera premisa, conviene destacar que de una interpretación 

sistemática de nuestras normas tributarias, se tiene que observación y reparo 

hacen referencia a un mismo concepto. 

 
Así, el artículo 1 de la Resolución de Superintendencia No.303-2016/SUNAT9 

define al reparo como la observación respecto de la determinación de algún 

elemento de la obligación tributaria realizado por el deudor tributario en su 

declaración (p.4). 

 
Por su parte, el literal c) del artículo 39 del Código Tributario establece que “en 
los casos en que la SUNAT determine reparos como consecuencia de la 
verificación o fiscalización (…)” [El resaltado es nuestro]. 

 
De igual modo, el artículo 75 indica la posibilidad de emitir un requerimiento 

indicando expresamente las observaciones formuladas durante el 
procedimiento [El resaltado es nuestro]. 

 
Asimismo, el numeral 6 del artículo 77 señala que Resolución de Determinación 

expresará los motivos determinantes del reparo u observación. 

 
En esa línea, el artículo 127 del Código Tributario hace referencia a que 

mediante el reexamen solo se puede modificar los reparos efectuados en la 

etapa de fiscalización o verificación. 

 
9 Cuyo título es “Disposiciones para la presentación de observaciones a la liquidación preliminar y  

del sustento de dichas observaciones en el procedimiento de fiscalización parcial electrónica de 
tributos internos”. 
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Ahora, a nivel de doctrinario, Talledo (2020) sostiene que el reparo es la 
observación o cuestionamiento formulado a la determinación del deudor 

tributario y, en el contencioso administrativo, viene a ser el eje sobre el cual gira 

el asunto controvertido (p.127). 

 
Por todo lo mencionado anteriormente, consideramos que reparo y observación 

hacen alusión al mismo concepto, esto es, un cuestionamiento o cargo a la 

autodeterminación formulado durante un procedimiento de fiscalización o 

verificación. 

 
Inclusive, en el Acuerdo de Sala Plena 2019-23, el Tribunal Fiscal hace bien en 

indicar que existe un reparo “cuando la Administración rectifica o modifica lo 

declarado por el deudor tributario”; sin embargo, se equivoca al distinguirlo de 

una observación pues ambos términos involucran un cuestionamiento o cargo 

por parte de la Administración Tributaria. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, entendemos de que el Tribunal Fiscal ha buscado 

hacer esta diferencia para discriminar las meras observaciones preliminares 

efectuadas en un procedimiento de fiscalización de las observaciones no 

aceptadas (reparos) que serán consignadas en la Resolución de Determinación 

sin advertir que, en el fondo, hacía referencia al mismo concepto. 

 
Ahora bien, partiendo de nuestra premisa según la cual observación y reparo 

hacen referencia al mismo concepto, es menester evaluar cuándo existirá 

controversia tributaria. 

 
Como mencionamos, el reparo u observación involucra un cuestionamiento por 

parte de la Administración Tributaria, lo cual podrá dar lugar a dos situaciones: 

La aceptación o refutación a dicho cuestionamiento por parte del deudor 

tributario. 
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Según lo expuesto en el acápite anterior, la autodeterminación del deudor 

tributario no supone un acto de determinación definitiva como sí lo es la 

Resolución de Determinación. 

 
Por dicha razón, cuando nos referimos a la aceptación del cuestionamiento 

formulado por la Administración Tributaria, hacemos referencia a la voluntad del 

deudor tributario de no querer controvertir lo determinado no en una declaración 

tributaria, si no en la Resolución de Determinación. 

 
Dicho de otro modo, la aceptación de un reparo u observación se materializará 

únicamente en el hecho de no impugnar la Resolución de Determinación en el 

plazo legal previsto por ley. 

 
Por el contrario, si el deudor tributario decide controvertir la Resolución de 

Determinación que recoge un reparo u observación, nos encontraremos ante 

dos posiciones contrapuestas originándose la controversia tributaria. En tal 

sentido, la revocación o confirmación de el o los reparos contenidos en una 

Resolución de Determinación será el objeto de la controversia tributaria. 

 
Sobre el particular, Zolezzi (1967) indica que una controversia tributaria implica 

un procedimiento reglado mediante el cual se discute distintas etapas de la 

determinación del tributo o la aplicación de sanciones (p.35). 

 
Por su parte, Peña (2021) agrega que “existirá una controversia tributaria en la 

medida que se mantengan posiciones contrapuestas entre la Administración 

Tributaria y los deudores tributarios, lo que puede darse en las distintas etapas 

del procedimiento contencioso tributario, pudiendo versar las discrepancias 

sobre hechos o cuestiones netamente de derecho” (p.874-875). 

 
Siendo ello así, la controversia tributaria debe entenderse como el desacuerdo 

por parte del deudor tributario respecto a las conclusiones y, en general, a la 

determinación efectuada por la Administración Tributaria. Debido a que el 

procedimiento de fiscalización culmina con la determinación de la Administración 
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Tributaria, es el deudor tributario quien tendrá la potestad de impugnar dicho 

acto y, por tanto, someter la controversia al análisis de un tercero. 

 
Ahora bien, como no puede ser de otro modo, la controversia tributaria no es un 

fenómeno con vocación de permanencia. Esta concluirá bien por sustracción de 

la materia o bien cuando ya no sea posible su resolución. 

 
No será posible su resolución cuando no exista un tercero, entendido como un 

órgano administrativo o jurisdiccional (área de reclamos de SUNAT, Tribunal 

Fiscal, Poder Judicial y Tribunal Constitucional), con legitimidad de poder revisar 

la controversia tributaria y emitir un pronunciamiento para que llegue a su fin. 

 
Son diversas las causas que nos llevan al anterior supuesto, entre ellas, el no 

impugnar una decisión que puso fin a la controversia tributaria o la adquisición 

de cosa juzgada por parte de una decisión que puso fin a la controversia 

tributaria. 

 
En este orden de ideas, no coincidimos con el Tribunal Fiscal en que un reparo 

(observación aceptada) incluido en una Resolución de Determinación no sea 

susceptible de controversia tributaria. Lo contrario involucraría concluir que la 

Resolución de Determinación no es un acto impugnable, circunstancia que 

dilucidaremos en el siguiente punto. 

 
V.II.2 La Resolución de Determinación es un acto administrativo susceptible de 

ser impugnado por el contribuyente 

 
Como lo venimos sosteniendo durante el presente trabajo, la Resolución de 

Determinación es un acto mediante el cual la Administración Tributaria concluye 

el procedimiento de fiscalización y pone en conocimiento del contribuyente su 

determinación de la obligación tributaria, la cual a su vez podrá o no diferir de la 

autodeterminación. 
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Para un mejor alcance de la naturaleza de la Resolución de Determinación, es 

necesario tener en consideración sobre qué tipo de decisión se basa y cuál es 

la implicancia de ello. 

 
Sobre el particular, el artículo 1 del Texto Único Ordenado de la Ley No.27444 

– Ley del Procedimiento Administrativo General (en adelante, “LPAG) indica que 

un acto administrativo se trata de una declaración de una entidad destinada a 

producir efectos jurídicos sobre la situación jurídica del administrado. 

 
Añade la LPAG en su artículo 3 que los requisitos de validez de los actos 

administrativos son la competencia, objeto o contenido, finalidad pública, 

motivación y procedimiento regular. 

 
En línea con lo dispuesto por la LPAG, Morón señala que “el acto 
administrativo es el resultado jurídico de un proceso de exteriorización 
intelectual que es emanado de cualquiera de los órganos de las entidades, para 

concretar en un supuesto específico la potestad conferida por la ley” (p.191). [El 

resaltado es nuestro] 

 
Por su parte, Dromi (2008) indica los siguientes tipos de declaraciones que 

tienen la aptitud de dar existencia a un acto administrativo: declaraciones 

decisorias, declaraciones de conocimiento y declaraciones de opinión (p.16). 

 
Lo anterior guarda coherencia con la distinción generalizada que se ha hecho 

entre actos administrativos de trámite y definitivos, entendiéndose a los primeros 

como actos de instrucción o preparatorios de una decisión final que, por lo 

general, no afectan directamente el derecho de los administrados (declaraciones 

de conocimiento) y, a los segundos, como aquellos que ponen fin al 

procedimiento administrativo mediante una decisión (declaraciones decisorias). 

 
En este orden de ideas, la Resolución de Determinación es un acto 

administrativo definitivo que proviene de una declaración decisoria por parte de 

la Administración, destinada a producir efectos jurídicos en el contribuyente 

(determinación de la obligación tributaria). 
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Siendo ello así, en la medida de que dicho acto viole, afecte, desconozca o 

lesione un derecho o interés legítimo, procederá su contradicción en la vía 

administrativa de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 120 de la LPAG. 

 
De igual modo, el artículo 135 del Código Tributario considera a la Resolución 

de Determinación como un acto que puede ser objeto de reclamación en caso 

el deudor tributario decida proceder con la contradicción. 

 
Nótese que ni el citado artículo ni ninguna otra norma jurídica establece una lista 

taxativa o abierta de los elementos que deba tener una Resolución de 

Determinación para que pueda ser reclamada. En suma, basta con que se 

compruebe la sola existencia de una Resolución de Determinación para que 

pueda ser susceptible de reclamación. 

 
Por lo expuesto, la Resolución de Determinación es un acto administrativo 

susceptible de ser impugnado (vía reclamación), sin que exista excepción 

alguna a dicha regla. 

 
V.II.3 El criterio de observancia obligatoria vulnera el derecho de defensa del 

contribuyente 

 
El numeral 3 del artículo 139 de la Constitución Política considera como uno de 

los derechos y principios de la función jurisdiccional a la observancia del debido 

proceso y a tutela jurisdiccional. 

 
Sobre los alcances y el contenido del debido proceso, el Tribunal Constitucional 

en la Sentencia recaída en el Expediente No.0090-2004-AA/TC indicó lo 

siguiente: 

 
“(…) El debido proceso, según lo ha establecido la doctrina en forma 

consolidada, es ‘un derecho fundamental de carácter instrumental que se 
encuentra conformado por un conjunto de derechos esenciales (como el 
derecho de defensa, el derecho a probar, entre otros) (…). 
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Al respecto, este Colegiado en reiteradas ejecutorias ha establecido que el derecho 

reconocido en el inciso 3) del artículo 139.° de la Constitución no sólo tiene una 
dimensión, por así decirlo, "judicial", sino también una "administrativa”.” [El 

resaltado es nuestro]. 

 

Como se advierte de la cita anterior, el Tribunal Constitucional ha señalado 

expresamente que el derecho al debido proceso se trata de un derecho 

fundamental conformado por una amplia gama de derechos esenciales, entre 

los cuales se encuentra el derecho de defensa. 

 
Sobre los alcances del derecho de defensa, el cual forma parte del derecho al 

debido procedimiento administrativo10, en la Sentencia recaída en el Expediente 

No.06648-2006-HC/TC, el Tribunal Constitucional señala que su contenido 

esencial se verá vulnerado cuando, durante un proceso, se impida a cualquiera 

de las partes ejercer los medios necesarios para proteger sus derechos e 

intereses. 

 
En otra oportunidad, el Tribunal Constitucional en la Sentencia recaída en el 

Expediente No.05085-2006-PA/TC, expresó que el derecho de defensa, en tanto 

derecho fundamental, se exterioriza como principio de interdicción para hacer 

frente a cualquier estado de indefensión y como principio de contradicción de los 

actos procesales que tengan incidencia en la esfera jurídica de alguna de las 

partes. 

 
Asimismo, en la sentencia recaída en el Expediente No.3741-2004-AA/TC, el 

Tribunal Constitucional concluyó que el establecimiento de una tasa o derecho 

como condición para interponer un recurso impugnatorio vulnera el derecho de 

defensa. Para tal efecto, partió de la siguiente premisa: 
 

10     Los alcances del derecho al debido proceso no se limitan a instancias judiciales, sino que, por 
el contrario, tiene una dimensión “administrativa” y, en consecuencia, todo órgano de la 
Administración Pública, entre ellos la SUNAT, se encuentran obligados a respetar el derecho al 
debido procedimiento de los administrados. 

 
Bajo ese tenor se tiene las Sentencias recaídas en los Expedientes Nos.08865-2006-PA/TC, 
08105-2005-PA/TC, entre otras. 



26  

 

“El derecho de defensa garantiza, entre otras cosas, que una persona 

sometida a una investigación sea esta de orden jurisdiccional o 
administrativa, y donde se encuentren en discusión derechos e intereses 

suyos, tenga la oportunidad de contradecir y argumentar en defensa de 
tales derechos e intereses. Se conculca, por tanto, cuando los titulares de 

derechos e intereses legítimos se ven imposibilitados de ejercer los medios 

legales suficientes para su defensa, o cuando, como ocurre en el presente 

caso, se establezcan condiciones para la presentación de los argumentos de 

defensa. Evidentemente, no cualquier imposibilidad de ejercer tale medios 

legales para la defensa produce un estado de indefensión reprochable 

constitucionalmente. Esta sólo adquiere tal relevancia cuando la 
indefensión se genera en una indebida actuación del órgano que 
investiga o juzga al individuo o cuando, como ocurre en autos se 
establecen condicionamientos al ejercicio mismo del derecho de 
defensa.” [El resaltado es nuestro]. 

 

Como podemos observar de las diversas sentencias citadas anteriormente, el 

Tribunal Constitucional concibe al derecho de defensa como una garantía 

procesal mediante la cual un sujeto justiciable está en la aptitud de contradecir 

una postura que vulnere sus intereses y derechos legítimos. 

 
De allí que toda persona tenga “derecho a que el órgano resolutor le confiera 

válida y efectivamente la posibilidad de impugnar o controvertir todos los 

aspectos que motivaron la expedición de una resolución, y de este modo, 

exponer, acreditar y, de ser el caso, obtener un resultado favorable a sus 

intereses” (Peña, Ob. Cit., p.872). 

 
Por otro lado, el propio Tribunal Fiscal en reiterada jurisprudencia, como es el 

caso de las Resoluciones Nos.05375-2-2003 y 05694-2-2006, ha señalado los 

alcances del derecho al debido procedimiento administrativo al examinar si 

durante el procedimiento de fiscalización se respetaron los siguientes derechos 

del contribuyente: 1) Derecho a ser oído o a exponer sus argumentos, 2) 

Derecho a ofrecer y producir pruebas y 3) Derecho a obtener una decisión 

motivada y fundada en derecho. 



27  

 

De lo anterior, se puede apreciar que el Tribunal Fiscal ha señalado 

expresamente que, durante el desarrollo del procedimiento de fiscalización, la 

Administración Tributaria se encuentra obligada a velar por el respeto al derecho 

de defensa y, en general, el debido procedimiento del contribuyente. 

 
En esa misma línea, al pronunciarse específicamente sobre el derecho de 

defensa en etapa de fiscalización, el Tribunal Fiscal a través de diversa 

jurisprudencia como las Resoluciones Nos.11992-4-2013, 9277-1-2014, 2403- 

1-2015, entre otras, ha dejado establecido lo siguiente: 

 
“Que este Tribunal ha dejado establecido, mediante las Resoluciones No.807-2-99, 

1060-3-97 y 18177-1-2011, que el contribuyente tiene derecho a que la 

fiscalización se lleve a cabo de tal manera que se permita ejercer su derecho de 
defensa, para lo cual la labor de la Administración debe ser lo más clara y 
precisa, de tal forma que el contribuyente tome conocimiento de los reparos que 
le son efectuados (…)”. [El resaltado es nuestro]. 

 

Como se aprecia, para el Tribunal Fiscal es un indicio de garantía del debido 

procedimiento administrativo, que durante la fiscalización la SUNAT comunique 

oportunamente al contribuyente los reparos efectuados, los hechos que los 

motivan, la base legal correspondiente, así como que solicite al contribuyente 

sus descargos o la exhibición y/o presentación de documentación sustentatoria, 

con la finalidad de que el contribuyente pueda ejercer adecuadamente su 

derecho de defensa. 

 
Ahora bien, teniendo claro el contenido esencial del derecho de defensa que 

asiste a todo administrado, corresponde analizar si el criterio de observancia 

obligatoria vulnera el mismo. 

 
Al respecto, el Tribunal Fiscal descarta que, en el marco de un procedimiento de 

fiscalización, una observación aceptada mediante declaración rectificatoria 

pueda ser impugnada por el administrado. 
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Lo anterior constituye una evidente limitación al derecho de defensa del deudor 

tributario debido a que éste considera que existe una actuación por parte de la 

Administración Tributaria (determinación de la obligación tributaria) que no se 

encuentra conforme a ley y, por tanto, puede pretender ejercer legítimamente su 

derecho de defensa mediante la contradicción. 

 
En tal sentido, la interposición de un recurso impugnatorio (reclamación) contra 

el acto administrativo emitido por la Administración Tributaria (Resolución de 

Determinación) no puede estar condicionada a si uno de los aspectos 

controvertidos han sido preliminarmente aceptados puesto que, como vimos 

anteriormente, aún existe controversia tributaria. 

 
Lo anterior cobra aún más vigencia cuando se verifica la inexistencia de norma 

jurídica que prohíba impugnar los reparos aceptados en declaraciones 

rectificatorias. 

 
De igual modo, se debe tener en cuenta que la presentación de una declaración 

rectificatoria recogiendo un reparo no supone la renuncia tácita a la 

impugnación, ya que ésta renuncia solamente se exteriorizará con el hecho de 

no contradecir (en el plazo legal) la determinación definitiva de la Administración 

Tributaria. 

 
En este punto, conviene resaltar que la interposición de un recurso de 

reclamación contra una Resolución de Determinación constituye el único y 

último medio impugnatorio para contradecir la determinación efectuada por la 

Administración Tributaria. 

 
El hecho de no evaluar la contradicción formulada por el deudor tributario11 

respecto a un reparo aceptado, implicará que la determinación de la 

Administración Tributaria quede completamente firme y, por tanto, precluya 

forzadamente la controversia tributaria. 
 

11 Cabe precisar que no se restringe propiamente la admisión del recurso impugnatorio, si no que 
simplemente no se emite pronunciamiento respecto al aspecto controvertido (fondo) por el 
deudor tributario. 
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Dicho de otro modo, el criterio de observancia obligatoria no hace si no dejar en 

un estado de indefensión permanente e irreversible al deudor tributario que no 

se encuentra conforme con la Resolución de Determinación. 

 
Ahora, en el Acuerdo de Sala Plena No.2019-23, el Tribunal Fiscal indica que 

una eventual vulneración al derecho de defensa solo existirá cuando existiendo 

un reparo (observación no aceptada), se impida al contribuyente interponer 

algún recurso impugnatorio (p.12). 

 
 

Al respecto, como vimos en el acápite anterior, no cabe hacer una diferenciación 

entre un reparo y una observación. Asimismo, conviene enfatizar que en el 

supuesto que la Administración Tributaria no modifique dicha declaración 

rectificatoria, ello no implicará que la determinación pueda ser controvertida, 

pues ésta estará incluida en una Resolución de Determinación que es un acto 

reclamable. 

 
Por lo expuesto, el criterio de observancia obligatoria vulnera el derecho de 

defensa del contribuyente al incluir una limitación injustificada a la posibilidad de 

contradecir la determinación de la Administración Tributaria. 

 
V.III. EL ALLANAMIENTO TRIBUTARIO NO HA SIDO REGULADO POR NUESTRO 

ORDENAMIENTO JURÍDICO 

 
De la lectura de los fundamentos del Tribunal Fiscal para justificar la adopción 

del criterio de observancia obligatoria (Anexo 2), nos llama la atención de que 

reconozca y dé efectos jurídicos a una figura que no ha sido prevista por el 

legislador en materia tributaria, esto es, el allanamiento tributario12. 
 
 
 
 

12  En esa línea, es de advertir que en el Acuerdo de Sala Plena 2019-23, el vocal Márquez 
Pacheco votó por la segunda interpretación señalada en el primer acápite; sin embargo, 
expresamente indicó que según su criterio, la presentación de declaraciones rectificatorias no 
implican la aceptación de reparos. 
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Con el allanamiento tributario nos referimos a una coordinación por parte de la 

Administración Tributaria y el deudor tributario con la finalidad de que éste último 

acepte las observaciones de la primera y, posteriormente, no pueda modificar 

dicha situación jurídica. Así, esta figura supone la existencia de un acuerdo con 

efectos jurídicos vinculantes para ambas partes. 

 
Si bien en la práctica es usual que el agente fiscalizador esté en permanente 

coordinación con el deudor tributario, ésta conducta se circunscribe a la 

facilitación de su labor fiscalizadora (requerimiento de determinada 

documentación, explicación de tratamientos contables, aplicación de normas 

jurídicas, etc.) mas no está se orienta al acogimiento de una figura tributaria que, 

a la larga, signifique la terminación anticipada del procedimiento de fiscalización. 

 
Por el contrario, identificamos que en la legislación comparada, esta figura sí 

encuentra sustento normativo con diversas aristas. 

 
A título ilustrativo, a continuación mostramos la experiencia del allanamiento 

tributario en España, Argentina y México, países que siguen una legislación 

tributaria parecida a la nuestra: 
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Como podemos advertir, en la legislación comparada, sí se ha previsto 

normativamente el allanamiento tributario con distintos matices. 

 
Así, en el caso español, el procedimiento de auditoría puede concluir 

anticipadamente si es que el contribuyente manifiesta su conformidad con una 

propuesta de regularización ofrecida por la Hacienda, suscribiendo para tal 

efecto un acta de conformidad. 
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Dicha acta de conformidad, además de contener la determinación final de la 

auditoría, podrá dar lugar a la aplicación de reducción de sanciones. 

 
Cabe resaltar que el contribuyente también tiene derecho a suscribir un acta de 

disconformidad en caso no encuentre conforme la propuesta de regularización 

ofrecida. 

 
Por otro lado, en el caso mexicano, se regula la posibilidad de que el 

contribuyente se acoja a un acuerdo conclusivo que tendrá carácter definitivo 

respecto a los elementos y/o aspectos sobre los cuales se pactó, tan es así que 

expresamente se prohíbe que posteriormente pueda formularse medio 

impugnatorio contra dicho acuerdo. 

 
Es sencillo advertir que el Tribunal Fiscal le ha dado exactamente la misma 

consecuencia jurídica a este acuerdo conclusivo, como si existiese en la norma 

peruana, pues en dicho caso el allanamiento tributario constituye una auténtica 

renuncia al derecho de interponer recursos impugnatorios. 

 
Por último, en el caso argentino, se ha regulado el acuerdo conclusivo voluntario 

como si fuese una conciliación entre la Administración y el contribuyente. 

 
Asimismo, observamos que la posibilidad de suscribir este acuerdo está inmersa 

en una instancia autónoma que podrá o no ser aperturada por la Administración 

Tributaria. 

 
De igual modo, advertimos que la Administración no podrá discutir en otro fuero 

los alcances de este acuerdo conclusivo; no obstante ello, no identificamos una 

prohibición similar para el contribuyente, lo cual nos puede hacer suponer que 

en este caso se reconoce y dota de efectos jurídicos al allanamiento tributario 

sin que ello implique la renuncia al derecho de interponer recursos 

impugnatorios, como sí ocurre en la legislación mexicana. 

 
En este orden de ideas, si bien el criterio de observancia obligatoria no encuentra 

asidero en nuestra legislación, resulta interesante como la figura del 
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allanamiento tributario sí ha sido contemplada en la legislación comparada con 

distintos matices, siendo un reto su inclusión en nuestro país. 

 
Por lo expuesto, el criterio del Tribunal Fiscal no tiene asidero normativo en 

nuestro sistema jurídico tributario. 

 
CONCLUSIONES 

 
 

El análisis efectuado en el presente informe jurídico nos conlleva a las siguientes 

conclusiones: 

 
1. La determinación de la obligación tributaria tiene naturaleza declarativa y puede 

ser iniciada mediante la declaración tributaria del deudor tributario, debido a que 

éste se encuentra en una posición ideal e inmejorable para manifestar su real 

situación jurídica tributaria. 

 
2. La autodeterminación realizada en una declaración tributaria puede ser 

sometida a modificación y/o verificación por parte del propio deudor tributario o 

la Administración Tributaria, en mérito de la finalidad del procedimiento de 

fiscalización. 

 
3. La autodeterminación consignada en una declaración original o rectificatoria no 

constituye un acto de determinación definitivo, como sí lo es la Resolución de 

Determinación emitida por la Administración Tributaria en el marco de un 

procedimiento de fiscalización. 

 
4. De una interpretación sistemática de nuestras normas tributarias, se puede 

afirmar que no existe ninguna distinción entre observación y reparo pues ambos 

términos hacen alusión a cuestionamientos o cargos efectuados por la 

Administración Tributaria en el marco de un procedimiento de fiscalización. 

 
5. La Resolución de Determinación recoge los reparos u observaciones formulados 

por la Administración Tributaria en el procedimiento de fiscalización y, al ser un 
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acto administrativo basado en una declaración decisoria, es susceptible de ser 

impugnado. 

 
6. El criterio de observancia obligatoria vulnera el derecho de defensa del 

contribuyente al incluir una limitación injustificada a la posibilidad de contradecir 

la determinación de la Administración Tributaria. Ello implica una situación de 

indefensión permanente, pues la reclamación es la única vía idónea para 

controvertir lo determinado en la Resolución de Determinación. 

 
7. Teniendo en cuenta que la Resolución No.07308-2-2019 viene siendo 

cuestionada en el Poder Judicial, sugerimos que esta institución con mayor tino 

emita un pronunciamiento dejando sin efecto su aplicación. 
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